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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 9 de junio y el 22 de octubre 2010. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. Estado.-

Hablando de empleados locales, la norma estatal que hay que referir en esta ocasión es el Real Decreto 1087/2010, de 3 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad (BOE nº 229, de 21 de septiembre). Estas Juntas, creadas por la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, constituyen un instrumento de coordinación operativa e informativa de primer orden, en la medida en que se configuran como el órgano competente en los Municipios que tengan Cuerpos de seguridad propios para establecer las formas y procedimientos de colaboración con los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en ese mismo ámbito territorial. Ésta es la razón que explica que el Reglamento del que se da cuenta no resulte de aplicación a las Comunidades Autónomas con Cuerpo de policía propio y con competencia para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, ni a los Municipios con regulación especial reflejada en la Ley estatal o autonómica (Disposición Adicional Única). 

La constitución de estas Juntas –insisto: sólo posibles en Municipios o agrupaciones municipales con Cuerpo de policía propio– se llevará a cabo mediante acuerdo del Alcalde y del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma (o del Subdelegado en la Provincia mediando delegación) a iniciativa de cualquiera de las dos autoridades, que se suscribirá en la correspondiente acta, donde quedarán reflejadas la denominación y sede de del órgano, su composición y su ámbito territorial de competencia, que será el del término municipal. En los Municipios donde no exista Cuerpo de policía, se podrá constituir mediante mutuo acuerdo Administración del Estado/Ayuntamiento una Comisión Local de Seguridad para analizar y evaluar la situación de la seguridad ciudadana en el Municipio y para promover las actuaciones que se consideren necesarias para preservarla y mejorarla (artículo 3.3).

Por lo que se refiere a sus competencias, es el artículo 4 del Reglamento el que las enuncia, consistiendo fundamentalmente en funciones de análisis, evaluación, informe y propuesta (analizar y valorar la situación de la seguridad ciudadana en el Municipio; proponer prioridades de actuación, acciones conjuntas y campañas de prevención que contribuyan a mejorar la seguridad ciudadana y la seguridad vial; informar la propuesta de participación del servicio de Policía Local con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en las funciones de policía judicial, conforme a la normativa vigente y a los acuerdos de colaboración suscritos entre el Ministerio del Interior y el respectivo Municipio; promover la cooperación con los distintos sectores sociales, organismos e instituciones con incidencia en la seguridad ciudadana del Municipio, etc.), así como en la elaboración del Plan Local de Seguridad. En cuanto a su composición, estarán representados la Administración del Estado –a través del Jefe o Jefes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad estatales que ejerzan funciones en el ámbito territorial del Municipio y de un representante de la Delegación o Subdelegación del Gobierno–, la autonómica –un representante a designar por la Consejería competente–, y local –mediante tres representantes a designar por el Alcalde, que presidirá a su vez la Junta–. La Secretaría la desempeñarán alternativamente por períodos de un año un funcionario del Ayuntamiento designado por el Alcalde o un funcionario de la Administración General del Estado designado por el Delegado o Subdelegado del Gobierno, con voz pero sin voto. 

El régimen de funcionamiento de las Juntas de Gobierno locales se adecuan a las determinaciones básicas sobre órganos colegiados previstas en la Ley 30/1992, por lo que no procede hacer ningún señalamiento especial. Sí se destaca la posibilidad de constituir Comisiones Técnicas como órganos de asesoramiento y apoyo a las Juntas Locales de Seguridad en aquellos asuntos cuya naturaleza, especificidad o complejidad así lo aconsejen. Igualmente podrán constituirse Consejos Locales de Seguridad a los cuáles podrán ser invitados los representantes de instituciones que conformen el tejido social, presentándose así como órganos de participación ciudadana. Por fin, podrá acordarse la constitución de Comisiones de Coordinación Policial, dependientes funcionalmente de las Juntas e integradas por los Jefes inmediatos de los Cuerpos de Seguridad con competencias en el término municipal, para asegurar la coordinación y ejecución de las acciones conjuntas previstas en los Planes de Seguridad o en los programas operativos acordados por las Juntas Locales de Seguridad, a quienes corresponde supervisar su desarrollo y evaluar sus resultados.

Finaliza el Reglamento reconociendo la posibilidad de crear Juntas de Seguridad de Distrito en aquellos Municipios cuyas características demográficas y organizativas lo aconsejen. Juntas que dependerán de la Junta de Seguridad y que se plantean con objetivos concurrentes, aunque limitados al ámbito territorial y sectorial que se determine dentro del propio Municipio. Estarán integradas por el Concejal Presidente de la respectiva Junta Municipal de Distrito (que la presidirá), por los Jefes de Unidades policiales con competencia territorial en el Distrito (actuando como vocales), y desempeñando el papel de Secretario un funcionario de la Junta Municipal designado por el Presidente de la misma, con voz pero sin voto. 

2. Comunidades Autónomas.-

D) Andalucía.-

En el período de tiempo considerado el Ejecutivo andaluz ha aprobado el Decreto 350/2010, de 27 de julio, por el que se regulan los méritos correspondientes al conocimiento de las especialidades de la organización territorial y de la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de aplicación en los concursos de funcionarios con habilitación de carácter estatal (BOJA nº 179, de 13 de septiembre). Méritos que, como se encarga de señalar en su artículo 1, no podrán alcanzar más del 10% de la puntuación total posible, reiterando la prohibición en este sentido establecida por el artículo 99 LBRL al que erróneamente remite, estando como está derogado desde la aprobación del EBEP. Hoy, la Disposición Adicional Segunda de este EBEP, en la redacción dada a la misma por el Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, señala a las Comunidades Autónomas como las competentes para fijar en su ámbito territorial el alcance de este porcentaje.

Estos méritos son, ex artículo 3: 

· Experiencia profesional: desempeño de puestos de trabajo en entidades locales andaluzas o en la Administración autonómica –con exclusión de los que formen parte del procedimiento selectivo para el acceso a la función pública– que comporten el conocimiento de las especialidades de la organización territorial y de la normativa de la Comunidad Autónoma. 

· Cursos de formación y perfeccionamiento que, teniendo por objeto las especialidades de la organización territorial y de la normativa de la Comunidad Autónoma, estén directamente relacionados con las funciones reservadas al puesto de trabajo, organizados u homologados por el Instituto Andaluz de Administración Pública o por el Instituto Nacional de Administración Pública, así como las titulaciones de Master Oficial que reúnan las citadas condiciones.

· Actividad docente en los cursos a los que se refiere el párrafo anterior. 

· Publicaciones: se valorarán las relativas a las especialidades de la organización territorial y de la normativa de la Comunidad Autónoma.

· Desempeño ininterrumpido del puesto o puestos de trabajo en Administraciones públicas andaluzas que estén reservados a funcionarios con habilitación de carácter estatal.

La valoración que corresponde a cada uno de ellos se establece en el artículo 4. Deberán ser acreditados mediante originales o copias autenticadas (artículo 5). 

I) Valencia.-

He mencionado en el informe relativo a organización local la importante Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de la Comunidad Valenciana (DOCV nº 6296, de 24 de junio). En ese informe he expuesto sumariamente el contenido de esta norma, excepción hecha de su Título IX que, por venir referido al personal al servicio de las entidades locales, tiene su espacio en estas páginas. No son ni demasiadas ni relevantes la novedades que contienen los artículos que lo integran (159 a 177).

Para empezar, estos preceptos mencionan las distintas clases de personal al servicio de las entidades locales: funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral fijo, indefinido o temporal, y personal eventual. Dentro de los primeros se incluyen los funcionarios con habilitación de carácter estatal a los que corresponde el desempeño de las funciones públicas necesarias en todas las entidades locales, remitiendo el artículo 162 de la Ley valenciana a la Disposición Adicional Segunda del EBEP y a la legislación autonómica en materia de función pública para el conocimiento de las previsiones que le resultan de aplicación. No obstante, también esta Ley 8/2010 contiene algunas previsiones específicas. Por ejemplo, la determinación de las competencias que corresponde a la Generalitat en relación con estos funcionarios: creación, supresión y clasificación de los puestos de trabajo reservados a los mismos; constitución y disolución de las agrupaciones de entidades locales para el sostenimiento en común de puestos de trabajo reservados a dichos funcionarios; exención de la obligación de las entidades locales de mantener el puesto de trabajo de Secretaría cuando los derechos liquidados por operaciones corrientes de cada uno de los dos ejercicios, excluidas las subvenciones finalistas, no superen los 250.000 euros; autorizar el desempeño del puesto de Tesorería por un funcionario de la propia Corporación local debidamente cualificado; convocar la Oferta de Empleo Público de las plazas reservadas, así como seleccionar al personal funcionario con habilitación de carácter estatal; regular las bases comunes del concurso ordinario, el porcentaje de puntuación que corresponda a cada uno de los méritos que en él se tienen en cuenta así como la determinación de los méritos correspondientes al conocimiento de las especialidades de la organización territorial de la Comunitat Valenciana, del derecho propio de la misma y del idioma valenciano; publicar coordinadamente las convocatorias de los concursos ordinarios para la provisión de puestos de trabajo en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana e impugnación de las bases que no se ajusten a la legalidad; efectuar los nombramientos provisionales, acumulaciones, comisiones de servicios, nombramientos de personal interino y de personal accidental; autorizar permutas entre funcionarios con habilitación de carácter estatal dentro del ámbito territorial de la Comunitat Valenciana; e incoar y resolver expedientes disciplinarios instruidos al personal funcionario con habilitación de carácter estatal que se encuentre destinado en la Comunitat Valenciana en los términos previstos en la normativa aplicable. O asimismo, prevé también la Ley la creación de un Registro de Méritos de determinación autonómica, (los citados conocimiento de la organización territorial valenciana, del derecho propio y del valenciano), que podrán hacerse valer en los concursos para la provisión de estos puestos de trabajo. 

N) Extremadura.-

En Extremadura se ha aprobado el Decreto 184/2010, de 3 de septiembre, por el que se modifica el Decreto 133/2005, de 24 de mayo, regulador de las ayudas para el fomento de agrupaciones de Entidades Locales para el sostenimiento en común del puesto de Secretaría e Intervención (DOE nº 175, de 10 de septiembre).
Efectivamente, el Decreto 133/2005 establecía el régimen de las ayudas otorgadas por la Junta de Extremadura para el fomento de agrupaciones de Entidades Locales que sostuviesen en común el puesto de Secretaría e Intervención. Sin embargo, el tiempo transcurrido desde su aprobación ha demostrado la necesidad de formular algunos cambios de importancia en su contenido. Es el caso de la exigencia de aprobación de la liquidación del Presupuesto general del ejercicio inmediatamente anterior impuesta a los solicitantes de la ayuda que, aunque conforme con lo establecido en el artículo 191.3 TRLHL –las entidades locales deben confeccionar la liquidación de su presupuesto antes del 1 de marzo del ejercicio siguiente–, es alejada de la realidad. De hecho, la mayoría de las Corporaciones locales aprueban las liquidaciones de sus presupuestos en el segundo trimestre del ejercicio correspondiente, lo que impide que muchas de ellas hayan podido acceder a las ayudas para esta finalidad si la convocatoria de las mismas se publica –como así viene siendo– en el primer trimestre de cada ejercicio económico. Esta realidad determina que se amplíe la habilitación para solicitarlas a las entidades que tengan liquidado su presupuesto “correspondiente a uno de los dos ejercicios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud de las ayudas” (artículo 5.2.e). 

Otra novedad de este Decreto es el incremento del importe máximo de las ayudas hasta el 75% del coste total que suponga el mantenimiento del puesto de trabajo agrupado (salvo cuando se trate de una Mancomunidad integral agrupada para esta finalidad, en cuyo caso, el importe de la ayuda concedida no podrá exceder del 50%, artículo 2.2). O asimismo la eliminación de las transferencias corrientes de carácter finalista del cómputo de los recursos liquidados procedentes del estado de ingresos, ya que su inclusión determinaría que entidades locales que son meras prestadoras de servicios de competencias de otras Administraciones públicas excediesen el límite impuesto para acceder a estas ayudas (artículo 2.1.a). 

El apartado 4 del artículo 5 también es modificado, para adaptar los lugares de presentación de las solicitudes al nuevo Sistema de Registro Único implantado en las Administraciones extremeñas. Finalmente, la anterior Disposición Adicional Primera es sustituida por dos nuevas Disposiciones. La primera, destinada a las Agrupaciones de Entidades Locales Menores que soliciten ayudas agrupada con los Ayuntamientos matriz, cuyos ingresos también serán tenidos en cuenta a los efectos de su otorgamiento. La segunda, procede a señalar el Derecho supletorio aplicable.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

La STS de 28 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 244/2007, recuerda previa jurisprudencia propia y declara la nulidad de un Convenio municipal de empleados común a funcionarios y personal laboral. El distinto régimen aplicable a cada una de estas tipologías de empleados lo impide, sobre todo si, como en este caso, no se puede determinar respecto de muchos de los artículos del Convenio si se dirigen a una o a otra clase de personal. A la misma conclusión llega la STS de 13 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso 2334/2007, que también ratifica la legitimación de una asociación de funcionarios municipales para recurrir el Convenio común dado que, además de haber participado ejerciendo su posición representativa en los procesos de negociación sobre las condiciones de trabajo de los funcionarios del Ayuntamiento, no se limita a través del recurso a hacer valer la legalidad, sino que defiende los intereses de sus miembros ante una regulación que considera no sólo contraria a derecho sino perjudicial para los mismos. 

En relación con la jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local se pronuncian las SSTS de 17 de junio y 16 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 20/2006 y 53/2007, que desestiman los recursos de casación en interés de la Ley presentados frente a sendas Sentencias de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo. Las Sentencias recurridas habían anulado unos acuerdos de Junta de Gobierno Local que rechazaban considerar trabajo efectivo las horas invertidas por funcionarios municipales en la realización de cursos. Y fundamentaron esta anulación en lo dispuesto en un precepto del Reglamento de Funcionarios del Ayuntamiento (en ambos casos los recurrentes tenían esa condición dentro de la misma Corporación), que no distinguía a estos efectos si el curso se realizaba o no dentro de la jornada laboral. Como recuerda ahora el TS, en línea con una jurisprudencia ya expuesta en informes previos, el precepto determinante de la decisión impide aplicar instrumentalmente, como pretendía la Corporación recurrente, las Instrucciones estatales sobre Jornada y Horarios de Trabajo del Personal al Servicio de la Administración General del Estado –que sólo reconocen la condición de tiempo de trabajo a los cursos realizados dentro de esa jornada laboral–, siquiera sobre la base de que el artículo 94 LBRL fija la duración de la jornada de trabajo de los funcionarios locales en el mismo cómputo anual que la de los funcionarios de la Administración estatal. No puede olvidarse que éstas que se comentan son unas Sentencias que resuelven recursos de casación en interés de la Ley, estando reservada la figura, ex artículo 100 LJCA, para interpretar y aplicar normas emanadas del Estado que hayan sido determinantes del fallo recurrido. Esto no sucede con el artículo 94 LBRL, que ni siquiera se menciona en las sentencias recurridas.

También resuelve un recurso de casación en interés de la Ley la STS de 8 de julio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 63/2009. En este caso, declarando que no ha lugar, dado que no se ha demostrado que la doctrina contenida en la sentencia recurrida sea gravemente dañosa para el interés general, tal y como exige al efecto el mismo artículo 100 LJCA. Efectivamente, el artículo 49.c EBEP que sirve de fundamento a la misma considera que el permiso de paternidad al que se refiere (independiente del permiso de dieciséis semanas por parto a adopción o acogimiento) se disfruta en situación de servicio activo a todos los efectos, debiendo garantizarse durante su duración (cinco días) la plenitud de los derechos económicos del funcionario. Y eso es lo que determina la Sentencia recurrida, rechazándose así los argumentos de la Diputación provincial en la que prestaba servicios el mismo, que consideraba aplicable el artículo 133 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (percepción económica a cargo de la misma, complementada en su caso por la Administración a la que se halle vinculado el funcionario hasta garantizar la plenitud de los derechos económicos que le corresponden por el período de disfrute del subsidio abonado por la entidad gestora). 

Por su parte, la STS de 22 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 3860/2007 rechaza la consideración de “acto de organización” que predicaba un Ayuntamiento de un Acuerdo municipal por el que se ponía fin a la vigencia de un plan de racionalización de recursos humanos aprobado años antes para homologar a los educadores municipales en las condiciones laborales, retributivas y de horario de los funcionarios del Cuerpo de Maestros de la Comunidad Autónoma. Indica la Sala que este Acuerdo está referido a la materia “clasificación de puestos de trabajo” en la medida en que implica la modificación de la RPT del Ayuntamiento para crear nuevos puestos de nivel B destinados a sustituir los ya existentes de nivel C. A mayor abundamiento, el Plan que ahora se extingue contenía unas reglas para el acceso a los nuevos puestos de quienes ocupaban los antiguos, por lo que incidía también en la materia “provisión”. Y tanto la clasificación como la provisión son materias sometidas a negociación colectiva que, por no haberse realizado, implican la derogación del Acuerdo recurrido. 

Finalmente, como curiosidad, se destaca la STS de 19 de julio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 3292/2007, que refiere la distribución de competencias entre los órganos de gobierno de la ciudad autónoma de Melilla en relación con el régimen de los empleados locales. Más concretamente, en lo que hace al ejercicio de la potestad reglamentaria en materia de personal. En este sentido, hay que diferenciar entre la aprobación de reglamentos con alcance meramente organizativo u ordenador –que podrán ser dictados por el Consejo de Gobierno cuando la Asamblea les haya delegado las atribuciones en la materia– y las regulaciones referidas a la cuantía de las retribuciones –que por tener que figurar en los estados de gasto del presupuesto, únicamente pueden ser dictadas por la Asamblea, competente para la aprobación del mismo según el artículo 40.1 del Estatuto de Autonomía–. Por esa razón, ratifica la nulidad de sendos Acuerdos del Consejo de Gobierno de Melilla que fueron aprobados por él y no por la Asamblea, pese a venir referidos a las retribuciones del personal al servicio de la Administración de dicha ciudad autónoma. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

C) Galicia.-

De acuerdo con el artículo 37 EBEP, la aprobación de nuevos niveles y remuneraciones para los funcionarios locales es una materia que, por afectar a las condiciones de trabajo y a las retribuciones de los mismos, está sometida a negociación colectiva. Por esta razón, la STSJ de Galicia de 23 de junio de 2009, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 585/2009, confirma la nulidad de un supuesto Acuerdo de Pleno (ni siquiera queda constancia de su existencia: lo único que figura en el expediente es la copia de un escrito por la que una Concejal eleva al Alcalde moción en relación con la reclasificación y subida de niveles de la Policía local para su debate y votación en el Pleno, y ello sobre la base de una propuesta en tal sentido que pretendía llevarse a la Mesa de Negociación) que, en su caso, se ha adoptado en esas materias sin dicha negociación previa. 

También sobre Policías locales se pronuncian dos Sentencias del mismo Tribunal y Sala de 22 de septiembre de 2010, recursos núm. 682/2009 y 656/2009. La primera de ellas ratifica la competencia del Alcalde para redistribuir los efectivos del Cuerpo de Policía local en los Municipios de gran población, en cuanto Jefe y mando ejecutivo de la misma (artículo 124.4.j LBRL). Competencia además indelegable, según se desprende del apartado 5 del mismo precepto. Por tanto, el Teniente de Alcalde no puede ejercerla, como sucedía en el supuesto encausado, determinándose la nulidad de pleno derecho de la resolución en este sentido dictada por éste (artículo 62.1.b de la Ley 30/1992). La segunda Sentencia confirma la sanción impuesta a un Policía local que, estando de baja, trabajó durante varios días en una discoteca hasta altas horas de la madrugada. Este hecho fue considerado por el Ayuntamiento, y así lo confirma el Tribunal, como una falta grave prevista en el artículo 80.e de la Ley 4/2007, de 20 de abril, de Coordinación de las Policías Locales de Galicia (“actos y conductas que atenten gravemente contra la dignidad de los funcionarios, contra la imagen de los cuerpos de la policía local y contra el prestigio y la consideración debidos al Concello y a la Xunta”). Sin duda, realizar actos de gestión en un local de copas que, además, carece de licencia de apertura y funcionamiento, resulta lesivo al bien jurídico representado por el prestigio y el decoro en el ejercicio de la función pública, conllevando una lesión moral en la dignidad o estima de la Administración municipal y de los restantes miembros del Cuerpo. 

E) Asturias.-
Por su parte, la STSJ de Asturias de 29 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 58/2010, rechaza la percepción de los derechos económicos que les correspondan tras la reclasificación por parte de los funcionarios del Cuerpo de Policía Local de Gijón que carecen de la titulación necesaria para integrarse en las escalas y categorías previstas en la Ley 2/2007, de 23 de marzo, de Coordinación de las Policías Locales del Principado. La Disposición Transitoria Primera de esta Ley se manifiesta en términos muy claros: los policías locales que cuentan con la titulación requerida para el acceso a dichas escalas y categorías se reclasifican, y quedan integrados en ellas con efectos económicos desde el momento de la integración. Los que no, ni se reclasifican ni se integran en las nuevas categorías, permaneciendo en las anteriores con la consideración de “a extinguir”, sin perjuicio de los derechos económicos consolidados. 
F) Cantabria.-

En otro orden de cosas, la STSJ de Cantabria de 18 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 344/2009, confirma la validez de la RPT del Ayuntamiento de Santander, rechazando los vicios imputados a la misma. Así, niega que el precepto que resulte de aplicación para su aprobación sea el artículo 126.3 de TRRL (referido a la modificación de la plantilla durante la vigencia del presupuesto, que habrá de seguir el procedimiento de modificación presupuestaria), identificando a los efectos el apartado 4 del mismo artículo (“las RPT, que tendrán en todo caso el contenido previsto en la legislación básica sobre función pública, se confeccionarán con arreglo a las normas previstas en el artículo 90.2 LBRL”; precepto que establece a su vez la competencia de la Corporación para aprobar la plantilla, y remite a la legislación básica sobre función pública la aprobación de la RPT). Además, confirma la existencia de negociación colectiva previa, sin que el argumento de los recurrentes de que no ha podido negociarse nada dados el día y la hora en que fue convocada la Mesa sirva para desmontarla: la negociación se acredita mediante el acta correspondiente, aportada en el proceso judicial. Por fin, rechaza que la inexistencia de áreas funcionales conlleve la nulidad de la RPT por vicio de legalidad, considerando que la normativa vigente (artículo 74 EBEP, 16 LMRFP) no exige dicha existencia. 

G) La Rioja.-
La STSJ de La Rioja de 23 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 23/2010, desestima el recurso contencioso-administrativo presentado por un sindicato de funcionarios contra la resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de Logroño por la que se elevaba a definitivo el presupuesto general de la entidad local para el año 2009. El argumento era la inexistencia de previa negociación colectiva que, sin embargo, sí queda acreditada por el Ayuntamiento a través de actas de las reuniones celebradas. 
H) Murcia.-
La STSJ de Murcia de 18 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 694/2009, considera que la resolución del Concejal Delegado de Seguridad Ciudadana de un Ayuntamiento por la que se modifican los cuadrantes de servicio de la Policía local y se deniega al apelante la solicitud de 3 días de permiso por asuntos propios es ajustada a derecho, sin que suponga la revisión de un acto favorable prescindiendo del procedimiento normativamente establecido. En este caso, no existía acto a revisar, puesto que en ningún momento la solicitud fue aceptada por el Ayuntamiento que, de hecho, modificó aquellos cuadrantes elaborados por el Jefe de la Policía local contando unilateralmente con esos días como si estuviesen concedidos. La razón de la modificación, además, está plenamente motivada y es indiscutible: todos los miembros del Cuerpo de Policía local del Ayuntamiento había solicitado, bien vacaciones, bien días de asuntos propios en las mismas fechas (fin de año), precisamente cuando las necesidades del servicio se incrementan. Y en este sentido conviene recordar, como hace el Tribunal, que el ejercicio de sus derechos por los funcionarios públicos –más aún en el caso de los agentes de Policía local– ha de quedar subordinado a la eficaz prestación de los servicios públicos, de modo que no pueda resentirse la asistencia y atención de los ciudadanos, considerando que la Administración ha de servir con objetividad a los intereses generales. En ningún caso la atención de los derechos individuales puede ir en detrimento del interés general gestionado por la propia Administración, lo que explica que, por necesidades del servicio, pueda denegarse parte de los días de permiso solicitados. 

Por su parte, la Sentencia del mismo Tribunal y Sala de 28 de junio de 2010, recurso núm. 504/2009, recuerda la idoneidad de la RPT, como instrumento de técnico a través del cual se realiza por la Administración la ordenación de su personal de acuerdo con las necesidades de los servicios, para recoger los requisitos exigidos para el desempeño de cada puesto. No hay que olvidar que en función de ella se definen las plantillas y se determinan las ofertas públicas de empleo. Por esa razón, si en la RPT se configura un puesto de trabajo de Ingeniero Técnico Agrícola para desarrollar funciones que son propias de esta titulación, nada hay que objetar a que en la convocatoria para su provisión se exija exclusivamente la misma. Se trata del ejercicio de la potestad de autoorganización de la Administración, y sus criterios no pueden ser sustituidos por los del recurrente, el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos Forestales. Menos cuando en ningún caso se aprecia arbitrariedad ni vulneración de los principios de mérito y capacidad propios de la selección del personal al servicio de la Administración. Las meras apelaciones al programa de la oposición no son suficientes para estimar el recurso, sobre todo porque en ningún caso han demostrado que los Ingenieros Técnicos Agrícolas no los incluyen en su titulación, y si han admitido que al menos tres temas son ajenos a los Ingenieros Técnicos Forestales. 

K) Castilla-La Mancha.-

La interesante STSJ de Castilla-La Mancha de 6 de julio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 302/2007, se pronuncia sobre las retribuciones que corresponden a los funcionarios en prácticas de la Administración local con habilitación de carácter nacional, Subescala de Secretaría-Intervención. Concretamente, a los que ocupaban un puesto reservado a los mismos con carácter interino y superaron las pruebas de acceso por lo que, haciendo uso de la opción prevista en el artículo 2.1.a del Real Decreto 456/1986, de 10 de febrero, por el que se fijan las retribuciones de los funcionarios en prácticas (en su redacción derivada del Real Decreto 213/2003, de 21 de febrero), eligieron percibir durante el período de prácticas o curso selectivo las retribuciones correspondientes al puesto que estuviesen desempeñando hasta entonces, además de los trienios que tuvieran reconocidos. En este caso, el funcionario recurrente no recibió esas retribuciones, sino sólo las correspondientes al sueldo y a las pagas extraordinarias, que es lo fijado con carácter general por el artículo 1 de aquel Reglamento para los funcionarios en prácticas. Es cierto, como destaca la Sala, que el singular régimen de los funcionarios de la Administración local con habilitación nacional impide la aplicación sin matices del artículo 2.1.a indicado, que señala al Departamento ministerial u organismo público al que estén adscritos los puestos de trabajo de origen el pago de dichas retribuciones. En su caso, también hay que tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 21.3 del Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula su régimen jurídico, que establece que “quienes superen las pruebas selectivas de acceso a los cursos serán nombrados funcionarios en prácticas durante el tiempo que permanezcan realizando los mismos. Durante dicho período las retribuciones que les correspondan las percibirán con cargo al presupuesto del Instituto de Nacional de Administración Pública”. Es, pues, al INAP a quien corresponde el abono de los conceptos aludidos supra, sin que, como pretendía el Abogado del Estado, la Corporación local en la que profesa el funcionario en prácticas deba ser quien abone la diferencia retributiva existente. 

N) Extremadura.-
El carácter objetivo del complemento específico es destacado por la STSJ de Extremadura de 27 de julio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 1748/2008. En efecto. Frente a la consideración de los recurrentes –que entendían inmotivada la modificación de la RPT que disminuía el montante de dicho complemento en los puestos que ocupaban, desempeñando a su juicio con la nueva catalogación las mismas funciones que antes–, la Sala recuerda que el derecho a percibir dicha retribución complementaria viene determinado sólo por el contenido funcional del puesto que, de variar, puede conllevar a su vez la alteración del complemento específico. Y esto es lo que sucede en este caso, tal y como motiva el Ayuntamiento en la memoria explicativa de la modificación de la RPT. A ello añade el Tribunal el recordatorio de que el disfrute de las retribuciones complementarias no genera derechos adquiridos a los funcionarios, salvo lo relativo al grado consolidado en relación con el nivel de complemento específico. 

Por lo que respecta a la Sentencia de este mismo Tribunal de 13 de julio de 2010, recurso núm. 219/2010, vuelve a recordar que la provisión de puestos por el sistema de libre designación exige circunstancias particulares: especial responsabilidad o confianza del mismo, carácter directivo, naturaleza de las funciones. Ninguna de ellas concurría en los casos sobre los que se pronuncia. 

O) Baleares.-

En este orden de cosas, es interesante destacar la STSJ de Baleares de 17 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 291/2009, que anula el nombramiento de un funcionario que ocupaba un puesto de libre designación que desaparece en otro semejante, sin mediar convocatoria pública. Como destaca el Tribunal, no se trata este caso de la cobertura de una vacante mediante comisión de servicios, sino de la adscripción de un funcionario que fue elegido mediante un proceso de libre designación para ocupar la Jefatura de un departamento en una concejalía concreta a otra Jefatura de nueva creación, en otra concejalía distinta, con funciones diferentes a las que detentaba en la primera, que se extingue. Tampoco es, pues, un mero traslado orgánico y competencial como consecuencia de una reorganización. Lo que acontece es la supresión de un puesto de trabajo y la creación de otro cuya cobertura o provisión no se ofertó, decidiendo el Ayuntamiento adjudicarlo con carácter definitivo al mismo funcionario que ocupaba el primero, sin más justificación que el nuevo organigrama, y sin más sustento que el examen de los datos obrantes en el área de recursos humanos. Este hecho contraviene sin duda las determinaciones de los artículos 101 LBRL, 78 EBEP, y 58.1 del Reglamento de Ingreso que, en supuestos como éstos, indican la necesidad de adscripción provisional del funcionario cesado del puesto de libre designación en tanto no le otorguen otro con carácter definitivo. Eso sí: mediando publicidad. 

Cambiando de tema, la Sentencia del mismo Tribunal de 23 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 570/2006, resuelve el recurso presentado por la Administración General del Estado –en uso de la competencia prevista en el artículo 65 LBRL– contra el Acuerdo de un Ayuntamiento mallorquín por el que se aprobó el presupuesto y la plantilla municipal, así como la RPT del personal funcionario. Las razones por las que declara la nulidad de algunos de los preceptos recurridos radican en la previsión por los mismos de un incremento retributivo superior al previsto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para todo el personal al servicio de las Administraciones Públicas –límite a las retribuciones de los funcionarios locales según establece el artículo 93 LBRL–, y en el desajuste de los sistemas de provisión previstos (concurso interno, oposición para personal funcionario, concurso-promoción interna, etc.) con los sistemas comunes establecidos en la normativa básica. 

Finalmente, la STSJ de Baleares de 17 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 281/2009, aclara cuál es el grupo profesional en el que insertarán los futuros delineantes del cuerpo funcionarial del Ayuntamiento de Palma, a la vista de la nueva clasificación derivada del artículo 76 EBEP. Atendiendo a las bases de la convocatoria, la titulación exigida a estos futuros funcionarios es la de “bachiller o equivalente”, lo que determina su adscripción, hasta que se produzca la correspondiente adaptación a las concretas Administraciones públicas, al grupo C1, y no al B –reservado a quien detente el título de Técnico Superior, sin equivalencia con la categorización de la legislación anterior– como pretendían los recurrentes. 

P) Madrid.-
La extensa STSJ de Madrid de 25 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 612/2007, resuelve el recurso contencioso-administrativo presentado frente al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Madrid por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo de Agentes de Movilidad. Y en su fallo la Sala entiende, en primer lugar, que las funciones atribuidas a dichos Agentes no vulneran con carácter general las asignadas a los miembros del Cuerpo de Policía Local, toda vez que se limitan normalmente a la colaboración subordinada con aquélla en funciones de educación vial, auxilio en caso de accidentes, manifestaciones y conflictos privados, y vigilancia en el cumplimiento de control de emisiones contaminantes con motivo del tráfico rodado. Se anula sin embargo el precepto que les asignaba funciones de vigilancia en el cumplimiento de la normativa de los transportes públicos y privados, puesto que su actuación debe quedar limitada en esta materia al ejercicio de labores de ordenación, señalización y dirección del tráfico so pena de extralimitación competencial. Tampoco considera que las exigencias de uniformidad vulneren el principio de igualdad, puesto que se pretende en todo caso la eliminación de adornos o elementos que puedan perturbar el pleno y adecuado ejercicio de sus funciones y el mantenimiento de unos niveles de aseo. Y ello tanto en hombres como en mujeres, sin que, por ejemplo, la prohibición de llevar tintes que alteren la naturalidad del cabello (no los que no lo hagan) vulnere en ningún caso el derecho honor y a la propia imagen reconocido en el artículo 18 CE, como pretendían los recurrentes. Por lo que se refiere a la exigencia de que estos agentes conduzcan vehículos especiales tipo BTP (ambulancias, autobuses escolares, taxis, etc.), hace notar el Tribunal que sólo entra en juego cuando el Agente disponga del mismo, lo que no supone que en las bases de las correspondientes convocatorias deba exigirse como requisito para participar en las mismas: simplemente supone que quién lo tenga podrá conducir aquellos vehículos. Finalmente, entiende que no hay nada que objetar a la necesidad de servicio permanente en el caso de acontecimientos extraordinarios (artículo 42 del Reglamento), ya que sólo en situaciones no ordinarias determinarán la exigencia del mismo. 

En otro orden de consideraciones, sobre los funcionarios interinos se pronuncian dos Sentencias de este mismo Tribunal de 9 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 301/201 y 318/2010. Y lo hacen en el sentido de considerar ajustado a derecho un Decreto del Delegado de Área de Gobierno de Hacienda y Administración Pública del Ayuntamiento de Madrid mediante el que, en aplicación del artículo 10 EBEP, acordó el cese de sendas funcionarias interinas por ocupación de sus puestos por funcionarios de carrera. Las demandantes recurrieron ese Decreto en base a dos razones fundamentales: la obligatoriedad de convocar sus plazas mediante proceso de consolidación de empleo, y la falta de identificación de las plazas convocadas y de coincidencia entre las ofertadas a los funcionarios de carrera cuya toma de posesión determinó su cese y aquéllas para las que ellas fueron nombradas. La Sala, como digo, desestima sus pretensiones, conforme a sólidos argumentos. Por un lado –y tras recordar que funcionarios interinos son los que por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera con carácter temporal, debiendo cesar, entre otras causas, cuando se provea la vacante– señala que la pretendida obligación de que la Administración efectúe convocatorias de consolidación de empleo no es tal, sino una mera posibilidad –“podrán” dice la Disposición Transitoria Cuarta del EBEP–, sin que exista reserva alguna a favor de una imposición en este sentido. Por otro, considera irrelevante cuáles fueron las plazas para las que fueron inicialmente nombradas, ya que dieron su consentimiento a prestar sus servicios en otros puestos de trabajo, que son los que han sido cubiertos por el nombramiento de los funcionarios de carrera. Por tanto, la causa de sus ceses no sólo ha sido legal, sino también obligatoria para la Administración apelada. 

Para finalizar este apartado, se alude a la STSJ también de Madrid de 2 de julio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso 143/2010, en la que rechaza el recurso de apelación de un funcionario local (Policía local) que pretende la reclasificación automática en el Grupo A2 al contar con la titulación correspondiente al Grupo B y ser actualmente este Grupo el A2 por mor de lo establecido en la Disposición Transitoria Tercera EBEP. El Tribunal recuerda que lo que detenta el apelante es un Título propio (Diplomado Superior en Criminología) expedido por una Universidad privada que, si bien es cierto que tiene declarada su equivalencia a una Diplomatura Universitaria oficial a los efectos del acceso a Licenciatura de Criminología, en ningún caso faculta para ocupar puestos de trabajo de la Escala Técnica o de Mando de las Policías locales (clasificadas en el Grupo A), que exigen disponer del Título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente. Por tanto, para acceder a ellos, el Decreto 112/1993, por el que se aprueba el Reglamento Marco de Organización de las Policías Locales de Madrid sólo prevé la vía del ingreso o convocatorias de promoción interna. Así como en la Escala Ejecutiva sí se prevé la reclasificación (del Grupo C al B, mediante la correspondiente titulación), el Reglamento no lo hace para el acceso a categorías distintas. Por lo tanto, la suma de la exigencia del artículo 76 EBEP (para el acceso a los cuerpos y escalas del Grupo A, en cualquiera de sus dos subgrupos, se requiere estar en posesión del título universitario de Grado) y de las referencias al acceso de aquel Decreto 112/1993 determinan la desestimación del recurso. 

Q) Castilla y León.-

Las SSTSJ de Castilla y León de 14 de junio y 14 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 445/2008 y 467/2008 se pronuncian ambas sobre el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Burgos de 8 de febrero de 2008, por el que se aprobó definitivamente la RPT del Personal Funcionario del Ayuntamiento. En concreto, sobre la provisión de determinados puestos de trabajo (algunos tan significativos como los de Jefe del Departamento Jurídico y del Suelo de la Gerencia de Urbanismo, Jefe del Departamento de Gestión de la Gerencia de Urbanismo, Jefe del Servicio de Licencias, Letrado Consistorial-Jefe de la Asesoría Jurídica, o Jefe del Área de Seguridad Pública y Emergencias) mediante el sistema de libre designación, sobre la falta de inclusión de los mismos en algún Cuerpo o Escala o Subescala de las reguladas jurídicamente, y sobre la creación ex novo del complemento específico vinculado a los mismos sin haberse hecho una previa y preceptiva valoración de dichos puestos de trabajo. 

Respecto a la primera cuestión, la Sentencia destaca cómo ni en la exposición de motivos de la RPT ni en ningún documento que forme parte del expediente de este documento técnico constan las funciones de carácter directivo o de especial responsabilidad que justifiquen objetiva y racionalmente la aplicación del sistema de libre designación. Las meras solicitudes hechas por la Gerente del Área de Urbanismo, por la Concejala de Personal y Régimen Interior y por la Presidenta de la Comisión de Personal, Régimen Interior, Seguridad Pública, Relaciones Institucionales y Participación Ciudadana interesando la aplicación de este sistema de provisión en ningún caso ha de considerarse motivación suficiente, menos si se considera que se trata de órganos que carecen de competencias para configurar ningún puesto de trabajo. No basta nombrar un puesto como de “especial responsabilidad, dirección o confianza” para que sea de libre designación, siendo necesario expresar las razones por las que, teniendo efectivamente esos caracteres, es necesario desde el punto de vista valorativo proveerlo de una manera tan excepcional. 

Por lo que hace a la segunda –falta de inclusión de estos puestos en un Cuerpo o Escala o Subescala de las reguladas jurídicamente–, recuerda la Sentencia la existencia de puestos de adscripción indistinta. Más aún: este principio resulta de aplicación preferente a tenor de lo dispuesto en la Orden de 6 de febrero de 1989 por la que se dispuso la publicación de la Resolución conjunta de las Secretarías de Estado de Hacienda y para la Administración Pública por la que se aprueba el modelo de relaciones de puestos de trabajo de personal funcionario y se dictan normas para su elaboración, que en su artículo 9 lo acuña como criterio general. Teniendo en cuenta que esta Orden resulta de aplicación en las Corporaciones locales según dispone el artículo 90.2 LBRL (“las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos de trabajo existentes en su organización, en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública”), no se plantean problemas por esta falta de adscripción de los puestos referidos, desestimando en este punto el recurso interpuesto. Finalmente, en lo que se refiere a la asignación del complemento específico a estos puestos sin haberlos valorado previamente, la Sala ratifica la nulidad de los preceptos de la RPT que así lo disponían. Los documentos aportados por la Corporación demandada sólo prueban las propuestas de creación de los puestos y la atribución a los mismos de una serie de funciones que se describen, sin que eso suponga una valoración de los mismos en atención a su especial dificultad técnica, dedicación, incompatibilidad, responsabilidad, peligrosidad o penosidad (circunstancias normativamente prevenidas para justificar este complemento). 

Por su parte, la Sentencia del mismo TSJ de 25 de junio de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 1711/2008, desestima el recurso presentado por un funcionario local frente al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento por el que se aprueba la RPT. Todos los argumentos expuestos por el recurrente son rechazados por la Sala. Así:

· Cuando el artículo 16 LMRFP (hoy derogado por el EBEP) establece que las RPT son públicas significa que tras su aprobación deben ser publicadas en el Boletín Oficial correspondiente. En ningún caso quiere decir que han de habilitarse trámites específicos de información pública y de audiencia para los empleados públicos a los que va dirigida. 

· No queda probado que la aprobación de la RPT tenga como intención mantener y consolidar en sus puestos de trabajo a los funcionarios que actualmente los ocupan.

· El hecho de que dos puestos de trabajo tengan la misma dependencia y jerarquía no implica que su diferente clasificación y catalogación vulnere el principio de igualdad, sobre todo si ambos tienen distintas tareas asignadas y diferentes condiciones de acceso (Licenciado/Diplomado).

· La diferencia de nivel y, consecuentemente, del complemento de destino asignado a ocho puestos, todos ellos de administrativo, tampoco vulnera aquel principio, viniendo explicada en la diferencia de titulación, especialización, experiencia, mando y repercusión exigida para el desempeño de cada uno de ellos. 

Sobre el nombramiento de funcionarios interinos se pronuncian las Sentencias también del TSJ de Castilla y León de 6 de julio y 7 de septiembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 911/2009 y 935/2009. Y lo hacen recordando las condiciones impuestas normativamente para dicho nombramiento: razones expresas que justifiquen la urgencia y necesidad de cubrir un puesto de trabajo de forma inaplazable, e imposibilidad de servirse de funcionarios de carrera (artículo 10 EBEP). Estas condiciones, además, no se presumen, sino que han de quedar reflejadas y justificadas en el expediente administrativo que se sustancia al efecto, lo que no sucede en los supuestos enjuiciados. 
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